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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0072-A  
 

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
 Que,     el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia,
así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en
público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que,     el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los
Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y
lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones para
la promoción de esa identidad."; 
  
Que,     en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se
reconoce y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en
privado, su religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las
restricciones que impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa
voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un
ambiente de pluralidad y tolerancia; 
  
Que,     en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del
Ecuador, se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en

forma libre y voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados

de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y

veraz sobre su contenido y características”; 
  
Que,     el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que,     el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el

deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que,     el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que,     el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones
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religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para

ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto

del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el

nombre de la persona que, de acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente.

En el referido Estatuto se determinará el personal que constituya el mencionado organismo,

la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que,     el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el

Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la

Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los

bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se

denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida

la orden Ministerial”; 
  
Que,     el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo
previsto en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23
de julio de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto
del Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo
respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial; y, el
artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior ha de precisar el sistema
de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que,     los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro Oficial
Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de la
personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que,     el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la
seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los
interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o justifiquen su posición,
pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el Ministro lo rechazará; 
  
Que,     Que, con Decreto Ejecutivo No. 27 de 24 de mayo de 2021, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Bernarda Ordoñez Mocoso, como
Secretaria de  Derechos Humanos; 
  
Que,     mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre
de 2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación. 
  
Que,     El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.

2/4
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Registro Oficial - Segundo Suplemento Nº 70

5 

Jueves 26 de mayo de 2022

Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que,     mediante acción de personal Nro. 0206-A de 12 de noviembre de 2021, se designó a
Andrés Mauricio Mármol Valencia, como Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas. 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. . SDH-CGAF-2022-1980-E de fecha 26 de abril de 2022, el/la señor/Elena Susana
Macías Macías, en calidad de Representante/a Provisional de la organización en formación
denominada MISIÓN EVANGELÍSTICA PODER DE LA FE (Expediente XA-1429),
solicitó la aprobación del Estatuto y otorgamiento de la personería jurídica de la citada
organización, para lo cual remitió la documentación pertinente; 
  
Que,     Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0135-M, de fecha
05 de mayo de 2022, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del
Estatuto y el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en
formación, por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de
Cultos y su Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización religiosa 
MISIÓN EVANGELÍSTICA PODER DE LA FE, con domicilio en la cooperativa
Francisco Jácome, sector B, manzana 202, solar 7, parroquia Tarqui, cantón Guayaquil,
provincia del Guayas, como organización religiosa, de derecho privado, sin fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás
normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones
Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el Registro de la
Propiedad del Cantón Guayaquil, provincia del Guayas, 
  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
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verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme
su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir
de la notificación del presente acuerdo y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la
cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con su
disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual
deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos
Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
 
Dado en Quito, D.M., a los 05 día(s) del mes de Mayo de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0073-A  
 

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

  
Que,     el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda

persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia,

así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto

en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que,     el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los

Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y

lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones para

la promoción de esa identidad."; 
  
Que,     en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se
reconoce y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en
privado, su religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las
restricciones que impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa
voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un
ambiente de pluralidad y tolerancia; 
  
Que,     en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del
Ecuador, se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en

forma libre y voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados

de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y

veraz sobre su contenido y características”; 
  
Que,     el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que,     el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones

religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para

ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto

del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el

nombre de la persona que, de acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente.

En el referido Estatuto se determinará el personal que constituya el mencionado organismo,

la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que,     el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el

Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la

Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los

bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se

denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida
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la orden Ministerial”; 
  
Que,     el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo
previsto en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23
de julio de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto
del Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo
respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial; y, el
artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior ha de precisar el sistema
de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que,     el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la
seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los
interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o justifiquen su posición,
pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el Ministro lo rechazará; 
  
Que,     Que, con Decreto Ejecutivo No. 27 de 24 de mayo de 2021, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Bernarda Ordoñez Mocoso, como
Secretaria de  Derechos Humanos; 
  
Que,     mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre
de 2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación; 
  
Que,     El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.
Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades; 
  
Que,     Mediante acción de personal Nro. A-0206 de 12 de noviembre de 2021, se designó a

Andrés Mauricio Mármol Valencia  como Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas; 
  
Que,     Mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-DA-2021-3220-E, de fecha 15 de julio de 2020, el/la señor/a Julio César
Ramos García, en calidad de Representante/a Legal de la organización denominada: 
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IGLESIA CRISTIANA EL NUEVO PARAÍSO,  (Expediente I-649) solicitó la aprobación
de la reforma y codificación del estatuto de la citada organización, para lo cual remite la
documentación pertinente; 
  
Que,     Mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-DA-2022-1886-E, de fecha 21 de abril de 2022,  la referida Organización da
cumplimiento a las observaciones formuladas previó a la aprobación de la reforma y
codificación del estatuto. 
  
Que,    Mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0120-M, de fecha 27
de abril de 2022, el/la Analista designada/o para el trámite, recomendó la aprobación de la
Reforma y Codificación del Estatuto de la referida organización religiosa, por cuanto cumplió
con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su Reglamento de Cultos
Religiosos; y, 
  
Que,     Mediante Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2022-0066-A de fecha 27 de abril de 2022, la
Dirección de Registro de Nacionalidades Pueblos y Organizaciones Religiosas, perteneciente a
esta Cartera de Estado aprueba la reforma y codificación del estatuto de la organización
religiosa denominada IGLESIA CRISTIANA EL NUEVO PARAÍSO, con domicilio en con
domicilio en  el Recinto El Paraíso, La Catorce, sector La Manga del Cura, cantón El Carmen,
provincia de Manabí. 
  
Que,     Mediante comunicación ingresada en esta Cartera de Estado, con trámite Nro.
SDH-CGAF-2022-2122-E de fecha 4 de mayo de 2022, el/la señor/a Omar Jacobo Segura
Arreaga, en calidad de Representante/a Provisional de la organización denominada IGLESIA

CRISTIANA EL NUEVO PARAÍSO,  (Expediente I-649), solicita “se emita acuerdo
Rectificatorio”, “por existir un error involuntario referente al cantón donde tendrá su domicilio
principal la organización. 
  
 Que,     Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0136-M, de
fecha 5 mayo de 2022, la Analista designada para el trámite, recomienda dejar sin efecto el
Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2022-0066-A de fecha 27 de abril de 2022, por el registro del
cantón de manera errónea, y en su lugar se emita un nuevo Acuerdo a través del cual se
conceda la aprobación de la Reforma y Codificación del Estatuto de la referida organización,
por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su
Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
  
Artículo 1.- Dejar sin efecto el Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2022-0066-A de fecha 27 de
abril de 2022, por existir un error involuntario al señalar el cantón donde tendrá su domicilio
principal la organización. 
  
Artículo 2.- Aprobar la Segunda Reforma y Codificación del Estatuto de la organización
religiosa IGLESIA CRISTIANA EL NUEVO PARAÍSO, con domicilio en  el Recinto El
Paraíso, La Catorce, sector La Manga del Cura, cantón El Carmen, provincia de Manabí. 
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Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás
normativa aplicable 
  
Artículo 3.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que la Reforma y Codificación del Estatuto se haga constar en el
Registro de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción
de la Reforma en el Registro de la Propiedad del cantón El Carmen, provincia de Manabí. 
  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- Disponer que el presente Acuerdo de reforma y codificación del Estatuto, se
incorpore al respectivo expediente, cumpliendo condiciones técnicas de organización,
seguridad y conservación. 
  
Artículo 6.- Notificar al Representante Legal de la organización religiosa, con un ejemplar del
presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo de reforma y codificación de Estatuto, entrará en vigencia a partir de su
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado en Quito, D.M., a los 06 día(s) del mes de Mayo de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0074-A  
 

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y ORGANIZACIONES 

RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
  
Que,     el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda persona tiene
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia, así como la libertad de
manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la
enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que,     el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los Estados protegerán la existencia
y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de los territorios
respectivos y fomentarán condiciones para la promoción de esa identidad."; 
  
Que,     en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce y
garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto a los
derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes no
profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 
  
Que,     en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se
reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria”; y, 
“El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con eficiencia, eficacia y buen

trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido y características”; 
  
Que,     el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a las ministras
y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría de

las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que

requiera su gestión (…)”; 
  
Que,     el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las instituciones del

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en

virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas

en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que,     el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la administración
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,
transparencia y evaluación; 
  
Que,     el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones religiosas

de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para ejercer derechos y

contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga a su

cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo con

dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se determinará el personal que

constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de

que estuviere investido”; 
  
Que,     el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el Estatuto a

que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la Oficina de

Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los bienes de cuya
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administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se denominará "Registro de las

Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 
  
Que,     el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo previsto en el
artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio de 1937, y
especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto del Modus Vivendi celebrado
con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo respectivo, para ordenar la inscripción de
la entidad religiosa en el Registro Especial de los Registradores de la Propiedad, y la publicación del
Estatuto en el Registro Oficial; y, el artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior
ha de precisar el sistema de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que,     los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro Oficial Nro. 365
de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de la personalidad jurídica y
expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones religiosas; 
  
Que,     el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro encontrara que el
estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la seguridad del Estado o al
derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los interesados para que, si lo desearen, efectúen
las reformas del caso o justifiquen su posición, pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el
Ministro lo rechazará; 
  
Que,     Que, con Decreto Ejecutivo No. 27 de 24 de mayo de 2021, el Señor Presidente Constitucional de
la República, nombró a la Abogada Bernarda Ordoñez Mocoso, como Secretaria de  Derechos Humanos; 
  
Que,     mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre de 2021, el
señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos tendrá atribución para
legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el marco de sus competencias de
organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados según el derecho propio o consuetudinario.
El registro de las organizaciones de religión creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios
de libre asociación y autodeterminación. 
  
Que,     El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos
Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades, Pueblos y
Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y atribuciones del Director/a de
Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la
plataforma tecnológica del Sistema Unificado de información de las organizaciones sociales (SUIOS) de
acuerdo a la necesidad institucional; 2. Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro
de la información de organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería
jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones sociales; 5.
Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las Organizaciones Sociales (SUIOS); 6.
Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento
de nacionalidades, pueblos y organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de
personería jurídica, y demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que,     Mediante acción de personal Nro. A-0206 de 12 de noviembre de 2021, se designó a Andrés

Mauricio Mármol Valencia  como Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones 

Religiosas. 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite Nro.
SDH-CGAF-DA-2022-1889-E, de fecha 21 de abril de 2022, la señora Marisol Mesa Tobar en calidad de
Presidente de la IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS DESCENDIÓ AQUÍ, solicita se confiera
la emisión de un nuevo Acuerdo Ministerial, toda vez que el Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2020-0207-A
de 15 de diciembre de 2020, carece de firma, y por tanto no cuenta con validez; 
  
Que,     mediante Memorando Nro. SDH-DRNPOR-2020-0536-M de 14 de diciembre de 2020, se emitió
Informe Técnico Jurídico Motivado, previo a la emisión del Acuerdo de Personería Jurídica de la 
IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS DESCENDIÓ AQUÍ, con domicilio en el cantón
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Balzar, provincia del Guayas; 
  
Que,     mediante Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2020-0207-A de 15 de diciembre de 2020, se emite la
Aprobación de Personería Jurídica a favor de la IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS

DESCENDIÓ AQUÍ, no obstante el referido acuerdo no cuenta con firma manuscrita, ni electrónica, por
parte del entonces Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones Religiosas, Abg.
Edgar Fraga Revelo; 
  
Que,     el Acuerdo Nro. SDH-DRNPOR-2020-0207-A de 15 de diciembre de 2020, al no contar con
firma, este carece de validez, por lo que se acoge favorablemente la solicitud de la organización religiosa,
en dejar sin efecto el referido documento y emitir un nuevo Acuerdo Ministerial en beneficio de la 
IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS DESCENDIÓ AQUÍ; 
  
Que,     una vez, derogado el Acuerdo Ministerial SDH-DRNPOR-2020-0207-A de 15 de diciembre de
2020, no significa de ninguna manera que la IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS

DESCENDIÓ AQUÍ (Expediente XA-176), se extinga o liquide, ya que esta contará con total vigencia,
a partir que se emita el nuevo Acuerdo Ministerial 
  
Que,     mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0137-M, de fecha 6 de mayo de
2022, la Analista designada  para el trámite, recomendó la aprobación de la derogatoria del Acuerdo
Ministerial SDH-DRNPOR-2020-0207-A de 15 de diciembre de 2020, y emitir nuevo Acuerdo
Ministerial aprobando la personería jurídica de la IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS

DESCENDIÓ AQUÍ; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto Orgánico de
Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar la derogatoria del Acuerdo Ministerial Nro. SDH-DRNPOR-2020-0207-A de 15 de
diciembre de 2020, emitido por el entonces Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y
Organizaciones Religiosas, Abg. Edgar Fraga Revelo, acuerdo que carece de firma y por tanto no surte
ningún efecto legal, para los trámites relacionados con la IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA

DIOS DESCENDIÓ AQUÍ. 
  
Artículo 2.-Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización religiosa 
denominada IGLESIA EVANGÉLICA MISIONERA DIOS DESCENDIÓ AQUÍ, con domicilio en el
barrio Nuevo Porvenir, calle 9 de octubre y Clemete Triviño de Unda, manzana 18,solar 11, cantón
Balzar, provincia del Guayas, como organización religiosa, de derecho privado, sin fines de lucro. 
 
Artículo 3.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo Derogatorio en el Registro Oficial. 
  
Artículo 4.- Disponer  que el Acuerdo Derogatorio, se haga constar en el Registro de Organizaciones
Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el Registro de la Propiedad del
Cantón Balzar, provincia del Guayas. 
 
Artículo 5.- Dejar sin efecto el registro de la directiva aprobada mediante oficios Nro.
SDH-DRNPOR-2021-1018-O y SDH-DRNPOR-2021-1019-O de fecha 20 de abril de 2021, en virtud de
que la inscripción del estatuto se realizó con un acuerdo que prestaba error al no encontrase firmado por
la persona competente en ese momento. La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea
General conforme su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados
a partir de la notificación del presente acuerdo y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, para el trámite respectivo. 
 
Artículo 6.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del gobierno interno;
ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de verificar que se haya procedido
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conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro correspondiente. 
 
Artículo 7.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la cancelación
del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con su disolución y liquidación, de
comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se evidencien hechos que constituyan violaciones
al ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 8.- Disponer que el presente Acuerdo derogatorio se incorpore al respectivo expediente, el cual
deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos,
cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 9.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un ejemplar del
presente Acuerdo derogatorio. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial. 
 
 
Dado en Quito, D.M., a los 06 día(s) del mes de Mayo de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. ANDRES MAURICIO MARMOL VALENCIA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y ORGANIZACIONES 

RELIGIOSAS 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2022-0031-R

Quito, D.M., 11 de marzo de 2022

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE

LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 señala los deberes primordiales del
Estado, siendo uno de ellos, conforme el numeral 8 “garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura

de paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción”; 
  
Que,      el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “A las ministras y

ministros de Estados, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la

rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones

administrativas que requiere su gestión (…)”; 
  
Que,      el artículo 158 de la Constitución de la República del Ecuador indica que la Policía Nacional del
Ecuador es una institución de “protección de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos”
cuya función privativa es la “protección interna y el mantenimiento del orden público”; 
  
Que,      el artículo 163 de la Constitución de la República del Ecuador establece que “La Policía

Nacional es una institución estatal de carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada,

profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad ciudadana y el orden público,

y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio nacional.

Los miembros de la Policía Nacional tendrán una formación basada en derechos humanos, investigación

especializada, prevención, control y prevención del delito y utilización de medios de disuasión y

conciliación como alternativas al uso de la fuerza”; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “El sistema de

rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas

penalmente para reinsertarlas en la sociedad, así como la protección de las personas privadas de

libertad y la garantía de sus derechos (…)”; 
  
Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República del Ecuador indica que el Sistema Nacional de
Rehabilitación tiene un organismo técnico que es responsable de administrar los centros de privación de 
libertad; 
  
Que,      el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador indica que la “administración

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,

transparencia y evaluación”; 
  
Que,      el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador señala que el Estado ecuatoriano
garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas para asegurar la convivencia
pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación
y la comisión de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a
órganos especializados en los diferentes niveles de gobierno; 
  
Que,      el artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal, respecto de la seguridad interna y perimetral
de los centros de privación de libertad señala que: “La seguridad interna de los centros de privación de
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2022-0031-R

Quito, D.M., 11 de marzo de 2022

libertad es competencia del cuerpo de seguridad penitenciaria. La seguridad perimetral es competencia

de la Policía Nacional”; 
  
Que,      de conformidad con el artículo 686 del Código Orgánico Integral Penal, las o los servidores
encargados de la seguridad penitenciaria y custodia de las personas privadas de la libertad dentro o fuera,
podrán recurrir a las técnicas de uso progresivo de la fuerza para sofocar amotinamientos o contener y
evitar fugas. El uso de la fuerza e instrumentos de coerción se evaluará por el Organismo Técnico; 
  
Que,      el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público en su artículo 2
numeral 1) indica que la Policía Nacional es una institución de seguridad; 
  
Que,      el artículo 59 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica
define a la Policía Nacional como “una institución estatal de carácter civil, armada, técnica,

jerarquizada, disciplinada, profesional, altamente especializada, uniformada, obediente y no deliberante;

regida sobre la base de méritos y criterios de igualdad y no discriminación. Estará integrada por

servidoras y servidores policiales”; 
  
Que,      el artículo 60 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
establece que la misión de la Policía Nacional del Ecuador es “la protección interna, la seguridad

ciudadana, el mantenimiento del orden público y, dentro del ámbito de su competencia, el apoyo a la

administración de justicia en el marco del respeto y protección del libre ejercicio de los derechos y la

seguridad de las personas dentro del territorio nacional”; 
  
Que,      el artículo 91 del Código Orgánico  de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
determina que  la carrera policial constituye  “un sistema mediante el cual se regula el ingreso, selección,

formación, capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia de los servidores o servidoras

que lo integran”; 
  
Que,      el artículo 97 numeral 10 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden
Público reconoce como derecho de los servidores policiales “Recibir condecoraciones o reconocimientos

institucionales no económicos por actos de servicio, previo el cumplimiento de los requisitos que se

establecerán por parte del ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden 

público”; 
   
Que,      mediante Decreto Ejecutivo N° 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de
la República, creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y
a Adolescentes Infractores; y, en su artículo 4, le asignó todas las atribuciones constantes en leyes y
demás normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral
de adolescentes infractores; 
  
Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021,
designó al GraD. Pablo Efraín Ramírez Erazo como Director General del Servicio Nacional de Atención
Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
   
Que,      mediante Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Justicia,
Derechos Humanos y Cultos y el Ministerio del Interior, de 12 de abril de 2018, se ejecutan acciones
relacionadas con la seguridad de los centros de privación de libertad a nivel nacional; 
  
Que,      el Ministerio de Gobierno y la Policía Nacional del Ecuador colaboran con el Servicio Nacional
de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, y

2/4
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Registro Oficial - Segundo Suplemento Nº 70

17 

Jueves 26 de mayo de 2022

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2022-0031-R

Quito, D.M., 11 de marzo de 2022

apoyan al Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
  
Que,      el Grupo de Operaciones Especiales fue creado el 11 de marzo de 1992 por mi Gral. Lenin
Vinueza Mideros, como una unidad especial de la Policía Nacional que colabora con los servicios 
policiales;   
  
Que,      el Grupo de Operaciones Especiales, después de una trayectoria intachable y de los esfuerzos
permanentes del personal asignado a dicho servicio, se encarga de ejecutar operaciones especiales
y tácticas policiales de reacción inmediata, en apoyo a los subsistemas policiales, además de, ejecutar
actividades en la búsqueda, rescate y salvamento de víctimas ante eventos naturales y/o antrópicos;  
  
Que,      como General de Distrito de la Policía Nacional, es gratificante para mi pertenecer a una
institución de amplia trayectoria, reconocida internacionalmente, y sobre todo, organizada en aspectos de
seguridad para afrontar las amenazas tradicionales y no tradicionales del Estado, siempre en un marco de
protección de derechos;  
  
Que,      este 11 de marzo de 2022 se conmemora los 30 años de creación del Grupo de Operaciones
Especiales GOE;  
  
Que,      como máxima autoridad del SNAI es grato reconocer la labor de servidores policiales entregados
y con mística de trabajo al servicio de la ciudadanía; y, felicitar el trabajo técnico en beneficio de la
seguridad de las personas privadas de libertad, como grupo de atención prioritaria, especialmente durante
los eventos de graves alteraciones al orden que se han producido en los centros de privación de libertad
bajo custodia del Estado; 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la
Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva; y, del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 
2021, 
 

RESUELVE: 

 
Artículo 1.- Condecorar  a la Unidad Nacional de Operaciones Especiales de la Policía Nacional del
Ecuador, en su trigésimo aniversario de fundación.  
 
Artículo 2.- Reconocer y exaltar la labor técnica, especializada y táctica del Grupo de Operaciones
Especiales, actual Unidad Nacional de Operaciones Especiales de la Policía Nacional del Ecuador, en su
trigésimo aniversario de fundación.  
 
Artículo 3.- Felicitar públicamente al Grupo de Operaciones Especiales, en la persona del Comandante
de la Unidad Nacional de Operaciones Especiales, y por su intermedio a todos los servidores policiales
directivos y técnico operativos de dicha Unidad Nacional.  
 
Artículo 4.- Agradecer la colaboración táctica y técnica para retomar el control durante los motines y
graves alteraciones al orden suscitados en los Centros de Privación de Libertad, especialmente de las
provincias de Azuay, Guayas y Cotopaxi.  
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DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para
la respectiva publicación en el Registro Oficial. 

 
DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación
en el Registro Oficial. 
  
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los once días del mes de marzo de dos
mil veintidós. 
 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 

Copia: 
Angel Manuel Rios Saritama
Asistente de Servicios

mp/mm
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA

LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

 
Que,      la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 señala los deberes primordiales del
Estado, de ahí que los numerales 1 y 8 indican “1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los

derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la

salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes; (…) 8. Garantizar a sus habitantes el

derecho a una cultura de paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de 

corrupción”; 
  
Que,      el artículo 32 de la Constitución de la República indica que “La salud es un derecho que garantiza el

Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos (…) El Estado garantizará este derecho

mediante políticas económicas, sociales, culturales, educativas y ambientales; y el acceso permanente,

oportuno y sin exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y atención integral de salud (…)”; 
  
Que,      el artículo 76 numeral 1 Constitución de la República del Ecuador dentro de las garantías del debido
proceso, se indica que “1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento

de las normas y los derechos de las partes”;  
  
Que,      el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador indica que “El derecho a la seguridad

jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras,

públicas y aplicadas por las autoridades competentes”; 
  
Que,      el artículo 83 numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador determina como deber de todos
los ecuatorianos “Promover el bien común y anteponer el interés general al interés particular, conforme al buen 

vivir”; 
  
Que,      en virtud del numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, los ministros
de Estado están facultados para expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República determina como finalidades del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la
sociedad, así como la protección y garantía de sus derechos; 
  
Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código
Orgánico Integral Penal, contempla la existencia de un organismo técnico encargado de la evaluación de las
políticas, administración de centros de privación de libertad y fijación de estándares de cumplimiento de los
fines del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; este organismo tiene un órgano gobernante o directorio
integrado por las autoridades establecidas en el artículo 675 del Código Orgánico ordenamiento jurídico penal; 
  
Que,      el numeral 1 del artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal, el Organismo Técnico tiene como
atribución el “(…) 1. Organizar y administrar el funcionamiento del Sistema”; 
  
Que,      el artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal, respecto de la seguridad interna y perimetral de los
centros de privación de libertad señala que “La seguridad interna de los centros de privación de libertad es

competencia del cuerpo de seguridad penitenciaria. La seguridad perimetral es competencia de la Policía 

Nacional”; 
  
Que,      el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público en su artículo 2 numeral 4
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literal c) indica que el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es una entidad complementaria de
seguridad de la Función Ejecutiva; 
  
Que,      el artículo 36 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público define al
régimen administrativo disciplinario como el “conjunto de principios, doctrina, normas e instancias

administrativas que de manera especial regulan, controlan y sancionan la conducta de las y los servidores de

las entidades de seguridad reguladas por este Código, en el ejercicio de sus cargos y funciones, con el fin de

generar medidas preventivas y correctivas”; 
  
Que,      el artículo 37 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica que 
“(…) Las autoridades con potestad sancionatoria son responsables de los procedimientos y decisiones que se

adopten, tienen responsabilidad por la demora injustificada en la investigación y decisión de los casos materia

de su competencia”; 
  
Que,      el artículo 56 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica que 
“El plazo de prescripción de la potestad sancionadora de la administración comenzará a contarse desde el día

en que la infracción se hubiera cometido. En el caso de que la infracción sea continua, permanente o concurran

varios tipos de infracciones de naturaleza administrativa disciplinaria, el plazo comenzará a correr desde que

finalizó la conducta infractora. Cabe la prescripción cuando no se ha iniciado el procedimiento sancionador o

cuando el expediente estuviere paralizado, por causas no imputables al presunto responsable de la infracción,

de acuerdo a las siguientes reglas: 1. Tratándose de faltas administrativas disciplinarias leves, en el plazo de

treinta días; 2. Tratándose de faltas administrativas disciplinarias graves, en el plazo de ciento veinte días; y, 3.

Tratándose de faltas administrativas disciplinarias muy graves, en el plazo de ciento ochenta días. Interrumpirá

la prescripción, la iniciación con notificación a la persona sumariada del procedimiento sancionador. El plazo

de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza

la resolución por la que se impone la sanción. Este plazo será de treinta días”; 
  
Que,      el artículo 57 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica que 
“El plazo máximo para resolver un sumario administrativo es de noventa días. Si fue iniciado de oficio, dicho

plazo se contará desde la fecha en que se emitió el auto inicial; si se inicia a petición de parte, se contará a

partir de la fecha en que se recibió el reclamo o impugnación. El incumplimiento de este plazo dará lugar a la

caducidad del respectivo procedimiento. La caducidad podrá ser declarada de oficio o a petición de parte. Una

vez declarada, en el plazo de 60 días el sumario administrativo será archivado”; 
  
Que,      el artículo 218 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, respecto
de la naturaleza de las entidades complementarias indica que “son de carácter operativo, civil, jerarquizado,

disciplinado, técnico, especializado y uniformado”; 
  
Que,      el artículo 220 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica que 
“la carrera de las entidades complementarias de seguridad constituye el sistema mediante el cual se regula la

selección, ingreso, formación, capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia en el servicio de

las y los servidores que las integran”; 
  
Que,      la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden
Público señala que los entes rectores nacionales y locales de las entidades de seguridad ciudadana “expedirán

los reglamentos que regulen la estructuración, o reestructuración, según corresponda, de las carreras de

personal, sus orgánicos numéricos, planes de carrera, ingreso, formación, ascensos y evaluaciones (…)”; 
  
Que,      el artículo 264 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público establece
que el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es “el órgano de ejecución operativa del ministerio

rector en materia de (…) rehabilitación social”, y se constituye en una entidad complementaria de seguridad 
ciudadana; 
  
Que,      el artículo 265 del indicado Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
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determina que el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es responsable de precautelar, mantener,
controlar, restablecer el orden y brindar seguridad en el interior de los centros de privación de libertad; y de la
seguridad, custodia, vigilancia, traslado a las diligencias judiciales de las personas privadas de libertad y
unidades de aseguramiento transitorio; 
  
Que,      el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público establece los
procedimientos aplicables para sancionar faltas leves, graves y muy graves de los servidores del Cuerpo de
Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, en los cuales se determinan los específicos para su actuación y ejecución; 
  
Que,      el artículo 158 del Código Orgánico Administrativo indica que “Los términos y plazos determinados en

este Código se entienden como máximos y son obligatorios. Los términos solo pueden fijarse en días y los

plazos en meses o en años”; 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, en el
ejercicio de sus facultades, decretó transformar el Ministerio de Justicia Derechos Humanos y Cultos en la
Secretaría de Derechos Humanos; y, en el Artículo 3 creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores (SNAI) como una “entidad de derecho público,

con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera, encargada de la

gestión, seguimiento y control de las políticas, regulaciones y planes aprobados por su órgano gobernante”; 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo N° 282, de 08 de diciembre de 2021, el Presidente de la República, Sr.
Guillermo Lasso Mendoza, designa al GraD. Pablo Efraín Ramírez Erazo, como Director General del Servicio
de Atención Integral a Personas Privadas de libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0014-R de 31 de julio de 2019, el Director General del
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores, resolvió
expedir el Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria; 
  
Que,      el Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria en su artículo 3, en
concordancia con el artículo 4 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
establece que “El Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria se regirá bajo un régimen jurídico especial”; 
  
Que,      el artículo 158 del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria indica que 
“El plazo de prescripción de la potestad sancionadora de la administración comenzará a contarse desde el día

en que la infracción se hubiera cometido. En el caso de que la infracción sea continua, permanente o concurran

varios tipos de infracciones de naturaleza administrativa disciplinaria, el plazo comenzará a correr desde que

finalizó la conducta infractora. Cabe la prescripción cuando ha iniciado el procedimiento sancionador cuando

el expediente estuviere paralizado, por causas no imputables al presunto responsable de la infracción, acuerdo

a las siguientes reglas: a) Tratándose de faltas administrativas disciplinarias leves, plazo de treinta (30) días;

b) Tratándose faltas administrativas disciplinarias graves, en plazo de ciento veinte (120)  días; y, c)

Tratándose de faltas administrativas disciplinarias muy graves, en el plazo de ciento ochenta (180) días.

Interrumpirá la prescripción, la iniciación con notificación a la persona sumariada del procedimiento

sancionador. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en

que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. Este plazo será de treinta días”; 
  
Que,      el artículo 159 del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria señala que 
“El plazo máximo para resolver un sumario administrativo es de noventa (90) días. Si fue iniciado de oficio,

dicho plazo se contará desde la fecha en que se emitió el auto inicial; si se inicia a petición de parte, se contará

a partir de la fecha en que se recibió el reclamo o impugnación. El incumplimiento de este plazo dará lugar a la

caducidad del respectivo procedimiento. La caducidad podrá ser declarada de oficio o a petición de parte. Una

vez declarada, en el plazo de (60) sesenta días el sumario administrativo será archivado”; 
                     
Que,      el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es una entidad jerarquizada y disciplinada, de ahí
que los servidores que la integran deben caracterizarse por un obrar correcto, honesto, disciplinado y obediente
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en función de las jerarquías, grados y mando. Esta situación demanda constantes procesos disciplinarios, que
permitan mantener armonía y, sobre todo, el cumplimiento de las competencias y atribuciones relacionadas con
la seguridad en el interior de los Centros de Privación de Libertad, así como en la custodia de las personas
privadas de libertad; 
  
Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores SNAI como ente responsable de la administración de los Centros de Privación de Libertad a nivel
nacional y entidad a cargo del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria debe garantizar el debido proceso
dentro de los procedimientos administrativos disciplinarios de los servidores del Cuerpo de Seguridad y
Vigilancia Penitenciaria; 
 
Que,      mediante memorando Nº SNAI-DATH-2022-1001-M de 11 de marzo de 2022, el Director de
Administración de Talento Humano, Ing. Alejandro Jose Egas Aguilera, indica que mediante memorando
Nº Nro. SNAI-DATH-2022-0867-M el especialista de Régimen Disciplinario presentó su renuncia al amparo de
la Ley Orgánica del Servicio Público, e indica que "al tratarse de un puesto de especialista, la solicitud de

autorización de este tipo de contratos de servicios ocasionales es hasta el 15 de cada mes, conforme lo señala el

Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2019-375; en consecuencia el nuevo servidor a encargarse del puesto en

mención ingresaría el 1 de abril del 2022, para continuar con el procedimiento disciplinario dentro de la

Comisión de Administración Disciplinaria". A la vez, el Director de Administración de Talento Humano solicita 
"la suspensión de plazos y términos hasta que se asigne al nuevo servidor, para que cumpla con la competencia

de delegado de la Dirección de Administración de Talento Humano y de Comisión de Administración

Disciplinaria, recalcando que esto sera hasta el 01 de abril del 2022";  
 
Que,      mediante memorando Nº SNAI-DATH-2022-1001-M de 11 de marzo de 2022, el Director de
Administración de Talento Humano, determina las fecha para la suspensión de términos y plazos; y,  
  
Que,      es indispensable garantizar la legítima defensa y el principio de inmediación en los procesos y
procedimientos administrativo disciplinarios de los servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia
Penitenciaria y velar por la correcta conformación de la Comisión; 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de
la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y
Administrativo de la Función Ejecutiva; y, del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021, 
 

RESUELVE:

  
Artículo Único.- Suspender los plazos y términos aplicables al procedimiento administrativo disciplinario del
Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, especialmente, en lo relacionado con la potestad sancionadora
de faltas leves, graves y muy graves, que estén por iniciarse o que estén iniciadas en cualquiera de sus etapas o 
actuaciones. 
  
La suspensión a la que se refiere este artículo se aplicará desde la suscripción de esta Resolución hasta el viernes
01 de abril de 2022, inclusive, a fin de precautelar las garantías constitucionales del debido proceso y el derecho
a la defensa de los servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria. 
  

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 
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SEGUNDA.- Encárguese a la Subdirección de Protección y Seguridad Penitenciaria, a la Coordinación General
Administrativa Financiera, al Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, a la Dirección de Administración
de Talento Humano y a la Dirección de Asesoría Jurídica, la ejecución de la presente Resolución. 
  

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

  
ÚNICA.- Deróguese la Resolución N° SNAI-SNAI-2021-0070-R de 08 de noviembre de 2021.  
  

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial. 
  
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los dieciséis días del mes de marzo de dos mil 
veintidós. 
 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA

LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

  
Que,      el artículo 1 de la Constitución de la República define al Ecuador como un Estado constitucional de
derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del
Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales; 
  
Que,      el artículo 35 de la Constitución de la República considera a las personas privadas de libertad como un
grupo de atención prioritaria, estableciendo que recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos
público y privado; 
  
Que,      el artículo 51 de la Constitución de la República reconoce como derechos de las personas privadas de la
libertad los siguientes: no ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria; comunicación y visita de sus
familiares y profesionales del derecho; declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido
durante la privación de libertad; contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su
salud integral en los centros de privación de libertad; atención de sus necesidades educativa, laborales,
productivas, culturales, alimenticias y recreativas; recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de
las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, enfermas o
con discapacidad; y, contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas con
discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia; 
  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 147 numeral 5 indica que entre los deberes y
atribuciones del Presidente de la República se encuentran “Dirigir la administración pública en forma

desconcentrada y expedir los decretos necesarios para su integración, organización, regulación y control”; 
  
Que,      el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: “A las ministras y ministros de

Estados, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las

políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiere su 

gestión (…)”; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “El sistema de

rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente

para reinsertarlas en la sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la garantía de

sus derechos (…)”; 
  
Que,      el artículo 203 numeral 5 de la Constitución de la República establece como una directriz del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, que el “El Estado establecerá condiciones de inserción social y económica

real de las personas después de haber estado privadas de la libertad”; 
  
Que,      el artículo 672 del Código Orgánico Integral Penal define al Sistema Nacional de Rehabilitación Social
como el “conjunto de principios, normas, políticas de las instituciones, programas y procesos que se

interrelacionan e interactúan de manera integral, para dar cumplimiento a la finalidad del sistema y para la

ejecución penal”; 
  
Que,      el artículo 673 del Código Orgánico Integral Penal señala que el Sistema Nacional de Rehabilitación
Social tiene cuatro finalidades: “1. La protección de los derechos y garantías de las personas privadas de
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libertad reconocidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos

y la presente Ley, con atención a sus necesidades especiales. 2. El desarrollo de las capacidades de las

personas privadas de libertad para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar

completamente su libertad. 3. La rehabilitación integral de las personas privadas de libertad, en el

cumplimiento de su condena. 4. La reinserción social y económica de las personas privadas de libertad. 5. Las

demás reconocidas en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado”; 
  
Que,      el artículo 695 del Código Orgánico Integral Penal respecto del sistema de progresividad en
rehabilitación social indica que “La ejecución de la pena se regirá por el Sistema de progresividad que

contempla los distintos regímenes de rehabilitación social hasta el completo reintegro de la persona privada de

la libertad a la sociedad”;         
  
Que,      según el numeral 1 del artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, los órganos administrativos
pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en otros órganos o entidades de la
misma administración pública, jerárquicamente dependientes; 
  
Que,      de acuerdo con lo prescrito en el artículo 70 del Código Orgánico Administrativo, la delegación debe
contener la especificación del delegado; la especificación del órgano delegante y la atribución para delegar
dicha competencia; las competencias que son objeto de delegación o los actos que el delegado debe ejercer para
el cumplimiento de estas; el plazo o condición, cuando sean necesarios; lugar, fecha y número; y las decisiones
que pueden adoptarse por delegación; 
  
Que,      el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE
establece que las atribuciones propias de las diversas entidades y autoridades de la Administración Pública
Central e Institucional, serán delegables en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se
encuentren prohibidas por la Ley o por Decreto. 
  
Que,      el artículo 59 del indicado Estatuto señala que cuando las resoluciones administrativas se adopten por
delegación, se hará constar expresamente esta circunstancia y se considerarán dictados por la autoridad
delegante, siendo la responsabilidad del delegado que actúa. 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, en el
ejercicio de sus facultades, decretó transformar el Ministerio de Justicia Derechos Humanos y Cultos en la
Secretaría de Derechos Humanos; y, en el Artículo 3 creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores (SNAI) como una “entidad de derecho público,

con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera, encargada de la

gestión, seguimiento y control de las políticas, regulaciones y planes aprobados por su órgano gobernante”; 
  
Que,      el artículo 6 del Decreto Ejecutivo N° 560 en mención, estableció que el órgano gobernante del
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, es el
responsable de “ejercer la rectoría, regulación, planificación y coordinación del Sistema Nacional de

Rehabilitación Social” el cual se integrará conforme lo dispone el COIP y estará presidido por un delegado del
Presidente de la República; siendo, el Director General del SNAI el secretario del órgano gobernante que
interviene con voz pero sin voto; 
  
Que,      el Presidente Constitucional de la República, Sr. Guillermo Lasso Mendoza, a través del Decreto
Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021, designa al GraD. Pablo Efraín Ramírez Erazo como Director
General Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes 
Infractores; 
  
Que,      el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social fue aprobado por el Directorio del
Organismo Técnico en la sesión ordinaria N° 3 llevada a cabo el 30 de julio de 2020, y este deroga al anterior
Reglamento del Sistema; 
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Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, al ejercer la Secretaría del Directorio del Organismo Técnico, expidió la resolución correspondiente
con el texto aprobado, el cual corresponde a la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0031-R de 30 de julio de 
2020; 
  
Que,      el nuevo Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social contenido en la Resolución N°
SNAI-SNAI-2020-0031-R de 30 de julio de 2020, al regular el cambio de régimen de rehabilitación social, en el
artículo 249 establece la existencia de la Comisión Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación
Social, Indultos, Repatriaciones y Beneficios Penitenciarios, y al respecto señala “La Comisión especializada

para el cambio de régimen, indultos, repatriaciones y beneficios penitenciarios estará conformada por:  1. La

máxima autoridad de la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social o su delegado; 2. La

autoridad de rehabilitación social de la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social o su

delegado; y, 3. El responsable del área técnica competente de la entidad encargada del Sistema Nacional de

Rehabilitación Social”; 
  
Que,      de conformidad con el artículo 14 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores
es la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y consecuentemente, constituye el
Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
  
Que,      la Comisión Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos,
Repatriaciones y Beneficios Penitenciarios, debe trabajar de manera permanente para garantizar el despacho
oportuno de la documentación para el cambio de régimen y beneficios penitenciarios de la población privada de
libertad que ha cumplido los requisitos previstos en la normativa vigente;  
 
Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0036-R de 07 de agosto de 2020, el Director General del
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores, conformó
la Comisión Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos, Repatriaciones y
Beneficios Penitenciarios, al amparo de la estructura provisional del SNAI; 
 
Que,      mediante Resolución Nº SNAI-SNAI-2021-0041-R  de 11 de agosto de 2021, el Director General del
SNAI, reformó las Disposiciones Generales Primera y Tercera de la Resolución Nº SNAI-SNAI-2020-0036-R
de 07 de agosto de 2020;  
 
Que,      mediante Resolución Nº SNAI-SNAI-2021-0075-R de 13 de diciembre de 2021, el Director General
del SNAI, designó a la Abg. Ana María Coronel Loaiza, como delegada de la máxima autoridad de la entidad
encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, para integrar la Comisión Especializada para el
Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos, Repatriaciones y Beneficios Penitenciarios; 
 
Que,      mediante memorando Nº SNAI-SNAI-2022-1277-M de 17 de marzo de 2022, el Director General del
SNAI dispuso a la Dirección de Asesoría Jurídica "elaborar conforme a la normativa legal vigente la

Resolución correspondiente, mediante la cual se designe a cargo de la Delegación de Beneficios Penitenciarios

al señor Roberto Geovanny Moreno Dillon"; y,  
 
Que,      el flujo de trabajo de ciertas áreas sustantivas del SNAI demandan la atención permanente de los
servidores, por lo que, es necesario adoptar las medidas que permitan optimizar la gestión administrativa y
operativa de la institución y para el despacho y tramitación de expedientes de cambios de régimen y beneficios 
penitenciarios. 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere la Constitución de la República del Ecuador, en
concordancia con el Código Orgánico Integral Penal y el Código Orgánico Administrativo, en concordancia con
el del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y el artículo 17 del Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, y del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 
2021,  
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RESUELVE:

  
Artículo 1.-  Revocar la delegación realizada a la Abg. Ana María Coronel Loaiza, como delegada de la
máxima autoridad de la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, para integrar la
Comisión Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos, Repatriaciones y
Beneficios Penitenciarios, contenida en la Resolución Nº SNAI-SNAI-2021-0075-R de 13 de diciembre de 
2021.  
 
Artículo 2.- Designar al Sr. Roberto Geovanny Moreno Dillon, Subdirector General, como delegado de la
máxima autoridad de la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, para integrar la
Comisión Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos, Repatriaciones y
Beneficios Penitenciarios. 
  
Artículo 3.- El delegado, Sr. Roberto Geovanny Moreno Dillon, realizará todas las acciones y tendrá todas las
responsabilidades y atribuciones que la normativa legal vigente le otorgue como miembro de la Comisión
Especializada para el Cambio de Régimen de Rehabilitación Social, Indultos, Repatriaciones y Beneficios 
Penitenciarios. 
  

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- Encárguese a la Subdirección General y a la Subdirección de Rehabilitación Social y Reinserción
el seguimiento y ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

 
ÚNICA.- Deróguese la Resolución N° SNAI-SNAI-2021-0075-R de 13 de diciembre de 2021.  
 

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de la publicación
en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veinte y uno días del mes de marzo de dos
mil veintidós. 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA

LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 señala los deberes primordiales del
Estado, siendo uno de ellos, conforme el numeral 8 “garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de

paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción”; 
  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 147 numeral 5 indica que entre los deberes y
atribuciones del Presidente de la República se encuentran “Dirigir la administración pública en forma

desconcentrada y expedir los decretos necesarios para su integración, organización, regulación y control”; 
  
Que,      el artículo 86 numeral 4 de la Constitución de la República del Ecuador, como disposiciones en las
garantías jurisdiccionales, indica que “4. Si la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras o

servidores públicos, la jueza o juez ordenará su destitución del cargo o empleo, sin perjuicio de la

responsabilidad civil o penal a que haya lugar. Cuando sea un particular quien incumpla la sentencia o

resolución, se hará efectiva la responsabilidad determinada en la ley”; 
  
Que,      el artículo 88 de la Constitución de la República del Ecuador determina que “La acción de protección

tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá

interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier

autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de

los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del

derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la

persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación”; 
  
Que,      el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “A las ministras y

ministros de Estados, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría

de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiere

su gestión (…)”; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “El sistema de

rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente

para reinsertarlas en la sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la garantía de

sus derechos (…)”;  
  
Que,      el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador señala que el Estado ecuatoriano
garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas para asegurar la convivencia pacífica
de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la comisión
de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a órganos especializados
en los diferentes niveles de gobierno; 
  
Que,      el artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador establece que es la norma suprema y
prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico.  Las normas y los actos del poder público deberán
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica.
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan
derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o
acto del poder público; 
  
Que,      el artículo 425 de la Constitución de la República del Ecuador se determina: “El orden jerárquico de
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aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes

orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos;

las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos. En

caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las juezas y jueces, autoridades

administrativas y servidoras y servidores públicos, lo resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica 

superior”; 
  
Que,      las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos, Reglas Nelson Mandela,
aprobadas por la Asamblea General en Resolución N° 70-175 el 17 de diciembre de 2015, en la regla 74.1
recomienda que: “La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el personal de todos los grados,

puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y capacidad profesional de este personal dependerá

la buena dirección de los establecimientos penitenciarios”; 
  
Que,      el artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal, respecto de la seguridad interna y perimetral de los
centros de privación de libertad señala que: “La seguridad interna de los centros de privación de libertad es

competencia del cuerpo de seguridad penitenciaria. La seguridad perimetral es competencia de la Policía 

Nacional.”; 
  
Que,      de conformidad con el artículo 686 del Código Orgánico Integral Penal, las o los servidores encargados
de la seguridad penitenciaria y custodia de las personas privadas de la libertad dentro o fuera, podrán recurrir a
las técnicas de uso progresivo de la fuerza para sofocar amotinamientos o contener y evitar fugas. El uso de la
fuerza e instrumentos de coerción se evaluará por el Organismo Técnico; 
  
Que,      el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público en su artículo 2 numeral 4
literal c) indica que el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es una entidad complementaria de
seguridad de la Función Ejecutiva; 
  
Que,      el artículo 220 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica que 
“la carrera de las entidades complementarias de seguridad constituye el sistema mediante el cual se regula la

selección, ingreso, formación, capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia en el servicio de

las y los servidores que las integran”; 
  
Que,      el artículo 235 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Oren Público determina
que “Las y los servidores de las entidades complementarias de seguridad de la Función Ejecutiva serán

asignados y cumplirán sus funciones prioritariamente en las zonas donde tengan su residencia habitual. Por

necesidad institucional o seguridad del personal, debidamente motivadas, de conformidad con lo establecido en

el reglamento respectivo de cada entidad, podrán ser trasladados administrativamente a las diferentes zonas y

circunscripciones territoriales del país. (…) El tiempo de duración del traslado no podrá exceder de dos años,

prorrogables por una única vez de forma justificada”; 
  
Que,      el artículo 264 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público establece
que el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es “el órgano de ejecución operativa del ministerio

rector en materia de (…) rehabilitación social”, y se constituye en una entidad complementaria de seguridad 
ciudadana; 
  
Que,      el artículo 265 del indicado Código Orgánico  de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
determina que  el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria es responsable de precautelar, mantener,
controlar, restablecer el orden y brindar seguridad en el interior de los centros de privación de libertad; y de la
seguridad, custodia, vigilancia, traslado a las diligencias judiciales de las personas privadas de libertad y
unidades de aseguramiento transitorio; 
    
Que,      la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden
Público señala que los entes rectores nacionales y locales de las entidades de seguridad ciudadana “expedirán

los reglamentos que regulen la estructuración, o reestructuración, según corresponda, de las carreras de
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personal, sus orgánicos numéricos, planes de carrera, ingreso, formación, ascensos y evaluaciones (…)”; 
  
Que,      la Disposición Transitoria Cuarta del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y
Orden Público dispone: “En el plazo de un año y por única vez, la respectiva institución rectora nacional de las

entidades complementarias de seguridad y el ministerio rector de los asuntos de trabajo determinarán la

homologación de perfiles y salarios de las instituciones reguladas en esta Ley. Para ello, los rangos de

valoración entre los distintos niveles funcionales y grados que integran las escalas de remuneraciones

mensuales unificadas, se establecerán previo estudio técnico por parte del ministerio encargado de los asuntos

de trabajo y el dictamen favorable del Ministerio de Finanzas”; 
  
Que,      la Disposición Transitoria Quinta del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y
Orden Público establece: “El Ministerio encargado de los asuntos de trabajo emitirá las directrices para

precautelar los derechos de aquellas y aquellos servidores que no cumplan con el perfil establecido para el

puesto en las carreras reguladas en este Código”; 
  
Que,      el artículo 162 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Jurisdiccional en cuanto a
los efectos de las sentencias y dictámenes constitucionales, señala que “Las sentencias y dictámenes

constitucionales son de inmediato cumplimiento, sin perjuicio de la interposición de los recursos de aclaración

o ampliación, y sin perjuicio de su modulación”; 
  
Que,      el artículo 163  de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Jurisdiccional indica que 
“Las juezas y jueces tienen la obligación de ejecutar las sentencias en materia constitucional que hayan dictado.

Subsidiariamente, en caso de inejecución o defectuosa ejecución, se ejercitará la acción de incumplimiento ante

la Corte Constitucional (…)”; 
   
Que,      mediante Decreto Ejecutivo N° 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de la
República, creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores; y, en su artículo 4, le asignó todas las atribuciones constantes en leyes y demás
normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de penas y
medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral de adolescentes 
infractores; 
  
Que,      de conformidad con el inciso final del artículo 4 del Decreto Ejecutivo N° 560, el Cuerpo de Seguridad
y Vigilancia Penitenciaria es el órgano de ejecución operativa del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de Libertad y Adolescentes Infractores; 
  
Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021,
designó al General de Distrito Pablo Efraín Ramírez Erazo, como Director General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI;  
 
Que,      mediante Resolución N° MDT-2019-185 de 30 de julio de 2019, el Abg. Andrés Madero Poveda,
Ministro de Trabajo, expidió la Escala de Remuneraciones Mensuales Unificadas, la Compensación Anual y
Aspectos de la Carrera del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria atribuidos por el Código Orgánico de
las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público al Ministerio del Trabajo; 
  
Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0014-R de 31 de julio de 2019, el Gral. I. (SP) Abg.
Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda, Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores, resolvió expedir el Reglamento General del Cuerpo
de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria; 
  
Que,      el Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria en su artículo 3 establece
que “El Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria se regirá bajo un régimen jurídico especial”; 
  
Que,      el artículo 39 numeral 9 del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria
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respecto de los derechos de los servidores del referido cuerpo, indica “Desarrollar una carrera profesional en el

Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria”; 
  
Que,      la Disposición Transitoria Primera del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia
Penitenciaria determina que “Para el ingreso de los agentes de tratamiento penitenciario a la carrera del

Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria de conformidad con el Código Orgánico de Entidades de

Seguridad Ciudadana y Orden Público y con la resolución N° MDT-2019-185 de 30 de julio de 2019, se

realizará un proceso de concurso interno en el que se evaluará técnicamente la eficiencia y se aplicará lo

establecido en la Disposición Transitoria Segunda de la referida Resolución”. Esta disposición indica que el
proceso de concurso interno está a cargo de las Direcciones de Administración de Talento Humano y Técnica de
Régimen de Carrera, siendo requisitos estar en servicio operativo y activo, acreditar experiencia en el sistema
penitenciario (fecha de ingreso o reingreso); nivel de instrucción formal; y, someterse a la evaluación técnica de 
eficiencia; 
  
Que,      el último inciso de la Disposición Transitoria Primera del Reglamento General del Cuerpo de
Seguridad y Vigilancia Penitenciaria indica que la “Dirección de Administración del Talento Humano y la

Dirección Técnica de Régimen de Carrera elaborarán los informes que motiven las Resoluciones para Ingreso

a la Carrera y Políticas de Ubicación sobre la base de la Resolución N° MDT-2019-185 de 30 de julio de 

2019”; 
  
Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0022-R de 21 de agosto de 2019, el Gral. I. (SP) Abg.
Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda, Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores, resolvió Ingresar con fecha 01 de agosto de 2019, a
mil cuatrocientos noventa y cinco agentes de tratamiento penitenciario que cumplieron con la disposición
transitoria primera del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad Penitenciaria, a formar parte del Cuerpo de
Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, con base en los informes técnicos remitidos por la Dirección de
Administración de Talento Humano; 
  
Que,      la Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0022-R de 21 de agosto de 2019, en su artículo 2 dispuso que “Las

Direcciones de Administración de Talento Humano y Técnica de Régimen de Carrera, sobre la base de lo

dispuesto en la Resolución N° MDT-2019-185 de 30 de julio de 2019, ubicarán a los servidores del Cuerpo de

Seguridad y Vigilancia Penitenciaria listados en los artículos 1 y 2 de esta Resolución, en los correspondientes

niveles, roles y grados, según corresponda la instrucción formal y los años de servicio”; 
  
Que,      mediante Resolución Nº SNAI-SNAI-2019-0023-R de 22 de agosto de 2019, el Gral. I. (SP) Abg.
Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda, Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores, resolvió homologar los perfiles y salarios de los
servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria en los niveles, roles y grados previstos en la
estructura del referido Cuerpo prevista en el Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 
Público; 
  
Que,      en los informes técnicos Nº SNAI-DATH-DO-2019-003 de 12 de agosto de 2019 y Nº
SNAI-DATH-DO-2019-005 de 16 de agosto de 2019, no consta el nombre de la señora Toapanta Quishpe
Charlotte Elizabeth, y que inclusive, de la información reflejada del informe SNAI-DATH-DO-2019-005 de 16
de agosto de 2019 con base en el “distributivo SPRYN con corte al 16 de agosto del presente año remitido por

la Unidad de Nómina se pudo constatar que existen mil cuatrocientos noventa y seis (1496) servidores que

constan con la denominación de Agente de Tratamiento Penitenciario”. Esta información sirvió para emitir las
resoluciones SNAI-SNAI-2019-0022-R de 21 de agosto de 2019 y SNAI-SNAI-2019-0023-R de 22 de agosto
de 2019; 
  
Que,      mediante memorando N° SNAI-DATH-2019-1298-M de 16 de agosto de 2019, el Sr. Iván Vinicio
Arguello Adriano, Director de Administración del Talento Humano, Subrogante, remitió el “Informe Técnico

Nro. SNAI-DATH-DO-2019-005 y Lista de Asignación del Proceso de validación de datos personales y

evaluación técnica de eficiencia a través de la plataforma informática institucional para los Agentes de
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Tratamiento Penitenciario; con la finalidad de elaborar la Resolución descrita en la Disposición Transitoria

Primera del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria”; 
  
Que,      mediante informe técnico N° SNAI-DATH-DO-2019-005 de 16 de agosto de 2019, se desprende que
de conformidad con el “distributivo SPRYN con corte al 16 de agosto del presente año remitido por la Unidad

de Nómina se pudo constatar que existen mil cuatrocientos noventa y seis (1496) servidores que constan con la

denominación de Agente de Tratamiento Penitenciario”; 
  
Que,      el ingreso de los servidores denominados agentes de tratamiento penitenciario al Cuerpo de Seguridad
y Vigilancia Penitenciaria se realizó por única vez sobre la base de las disposiciones legales y reglamentarias y
en estricta aplicación de la Resolución Nº MDT-2019-185 de 30 de julio de 2019 del Ministerio del Trabajo; 
 
Que,       mediante memorando Nº SNAI-DAJ-2022-0050-M de 07 de enero de 2022, la Dirección de Asesoría
Jurídica señala: "(...) La señora MARTHA ELIZABETH TOAPANTA QUISHPE (en la Inscripción de

Nacimiento, constante en el Tomo 3 T, Pág. 300, Acta 860; conferido por la Dirección General de Registro

Civil, Identificación y Cedulación, se infiere el cambio del primer nombre de la actora de fecha 20 de marzo de

2019, quedando sus nombres completos como CHARLOTTE ELIZABETH TOAPANTA QUISHPE) hasta 29 de

abril de 2015 fungía en el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos como Agente de Seguridad 

Penitenciaria.";  
  
Que,      mediante memorando Nº SNAI-DATH-2022-0103-M de 17 de enero de 2022, solicita a la Dirección de
Asesoría Jurídica del SNAI "(...) En base a los antecedentes expuestos se solicita a la Dirección de Asesoría

Jurídica, emitir la Resolución respectiva para ingresar a la Carrera del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia

Penitenciaria a la señora CHARLOTTE ELIZABETH TOAPANTA QUISHPE," 
 
Que,      de la información adjunta al memorando Nº SNAI-DATH-2022-0103-M de 17 de enero de 2022,
consta la acción de personal Nº 000025 de 29 de abril de 2015, se destituyó a la señora Toapanta Quishpe
Martha Elizabeth del puesto de servidor público de apoyo 2 el centro de privación de libertad Varones Quito Nº 
1;  
 
Que,      de la información constante en el expediente judicial Nº 17811-2015-00970 de 9 de diciembre de 2021,
el Juez del Tribunal Contencioso Administrativo (Ponente) señala : (“)…DECISION:_ En mérito de lo expuesto

y sin que sea necesario hacer otras consideraciones, el Tribunal ADMINISTRADO JUSTICIA, EN NOMBRE

DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCION Y LAS LEYES

DE LA REPUBLICA, acepta parcialmente la demanda, presentada por CHARLOTTE ELIZABETH TOAPANTA

QUISPE, y, declara ilegal el acto administrativo impugnado de fecha 29 de abril de 2015, las 16h00, por lo

cual se le destituye a la actora; y, como efecto de la declaratoria que se alude, una vez ejecutoriada la presente

sentencia, se dispone que la administración demandada en el término de cinco días reintegre a la actora al

cargo del cual fue separada ilegalmente o a otro de similares características, debiendo para el efecto justificar

documentadamente en este Tribunal, su cumplimiento en el término indicado.- Sin costas ni honorarios que 

regular…(“);  
 
Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores
en cumplimiento de la disposición judicial dictada por una autoridad en una acción de protección, ha dispuesto
acciones específicas de cumplimiento obligatorio, conforme lo determina la Constitución de la República del
Ecuador y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, debe aplicar un proceso de
reincorporación de un ex servidor del extinto Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, a un cargo y
puesto que ya no existe en la institución; 
  
Que,      el memorando Nº SNAI-DATH-2022-0103-M de 17 de enero de 2022, no refiere que la servidora
destituida ejercía el cargo de agente de tratamiento penitenciario, pero solicita incorporar a la ex servidora al
Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria por disposición judicial, esta Dirección General, en
cumplimiento del mandamiento de ejecución, pese a que la disposición judicial es a la Secretaría de Derechos
Humanos, da cumplimiento a la orden;  
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En cumplimiento de la sentencia y mandamiento de ejecución dentro del expediente judicial
Nº 17811-2015-00970 y ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere el numeral 1 del artículo 154
de la Constitución de la República del Ecuador, del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y
Administrativo de la Función Ejecutiva; y, del Decreto Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021, 

 
RESUELVE:

 
Artículo 1.- Por cumplimiento de la disposición judicial contenida en la sentencia y mandamiento de ejecución
dentro del expediente judicial Nº 17811-2015-00970, reincorporar a las labores de servidor público de apoyo 2 a
la señora Toapanta Quishpe Charlotte Elizabeth, portadora de la cédula de identidad Nº 1205160250. 
  

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- La Coordinación General Administrativa Financiera y la Dirección de Administración de Talento
Humano realizarán, en el ámbito de sus competencias, las gestiones necesarias ante el ente rector de las
Finanzas Públicas y del Ministerio del Trabajo, para crear la partida y puesto que se requieran para la correcta
aplicación de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA.- La Dirección de Asesoría Jurídica, dará seguimiento y requerirá el cumplimiento de cada una de
las disposiciones de la sentencia y mandamiento de ejecución dentro del expediente judicial Nº 
17811-2015-00970. 
  
TERCERA.- Encárguese a la Coordinación General Administrativa Financiera y a la Dirección de
Administración de Talento Humano,  el seguimiento y ejecución de la presente Resolución. 
  
CUARTA.-  Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

  
PRIMERA.- La Dirección de Administración de Talento Humano, en el plazo de diez días contados a partir de
la suscripción de la presente Resolución, revisará el expediente de la señora Toapanta Quishpe Martha Elizabeth
que reposen en el extinto Ministerio de Justicia de Derechos Humanos y Cultos, a fin de establecer las
actividades y funciones que realizaba dicha servidora, de manera que, se remita a esta Dirección General, una
certificación de la que conste si el cargo o puesto de Servidor Público de Apoyo Nº 2 consta en la actual
distribución de puestos del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y
a Adolescentes Infractores.  
 
En caso de que las funciones de la señora Toapanta Quishpe Martha Elizabeth hubieren sido de seguridad
penitenciaria, en cumplimiento de la disposición transitoria primera de la Resolución Nº
SNAI-SNAI-2019-0014-R de 31 de julio de 2020 y de la Resolución Nº MDT-2019-185 de 30 de julio de 2019,
presentará un informe a la máxima autoridad del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, en el que se determine técnica y motivadamente la
pertinencia de incorporar a la señora Toapanta Quishpe Charlotte Elizabeth, portadora de la cédula de identidad
Nº 1205160250 al Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria. 
 
SEGUNDA.- En el caso de que se el informe técnico derive la procedencia de incorporar a la señora Toapanta
Quishpe Charlotte Elizabeth, portadora de la cédula de identidad Nº 1205160250 al Cuerpo de Seguridad y
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Vigilancia Penitenciaria, en el plazo dispuesto en la Disposición Transitoria Primera se incluya la valoración
técnica y motivada del grado que le correspondería, denominación del puesto, nivel, rol, escala ocupacional y
RMU, además de la fecha en que correspondería su ingreso a la entidad complementaria de
seguridad ciudadana a cargo de esta Cartera de Estado.
  
TERCERA.- La Dirección de Administración de Talento Humano y la Dirección Financiera, en el ámbito de
sus competencias, en el plazo de siete días contados a partir de la suscripción de esta Resolución, emitirán una
certificación de la que conste el período (fechas) en que el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, tuvo o tiene en su nómina y distributivo, el
puesto/cargo de servidor público de apoyo Nº 2 ; así como, el destino de dicho puesto/cargo en registros
administrativos y financieros. 
  

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial. 
  
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veintiocho días del mes de marzo de dos mil 
veintidós. 
  
 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA

LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

  
Que,      el artículo 1 de la Constitución de la República define al Ecuador como un Estado constitucional de
derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del
Estado, entre los que se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos reconocidos
en la Constitución y en los instrumentos internacionales; 
  
Que,      el artículo 35 de la Constitución de la República considera a las personas privadas de libertad como un
grupo de atención prioritaria, estableciendo que recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos
público y privado; 
  
Que,      el artículo 83 de la Norma Suprema determina los deberes y responsabilidades de los ecuatorianos,
entre los que se encuentran: “1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad 

competente; (…) 4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y de la seguridad; (…) 8. Administrar

honradamente y con apego irrestricto a la ley el patrimonio público, y denunciar y combatir los actos de 

corrupción; (…)”; 
  
Que,      los numerales 1 y 3 del artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador, determinan que las
políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos están orientadas a hacer efectivos el buen vivir y
los derechos; y, que el Estado debe garantizar la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la
ejecución de políticas públicas y para la prestación de bienes y servicios públicos; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República determina como finalidades del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la
sociedad, así como su protección y la garantía de sus derechos.  Además prioriza el desarrollo de sus
capacidades para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar la libertad; 
  
Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código
Orgánico Integral Penal, contempla la existencia de un organismo técnico encargado de la evaluación de las
políticas, administración de centros de privación de libertad y fijación de estándares de cumplimiento de los
fines del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, entre otras; este organismo tiene un órgano gobernante o
directorio integrado por las autoridades establecidas en el artículo 675 del Código Orgánico Integral Penal; 
  
Que,      la Constitución de la República en el artículo 226 establece que las instituciones del Estado, sus
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una
potestad estatal, ejercerán las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley y
tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de
los derechos reconocidos en la Constitución; 
  
Que,      el artículo 672 del Código Orgánico Integral Penal define al Sistema Nacional de Rehabilitación Social
como el “conjunto de principios, normas, políticas de las instituciones, programas y procesos que se

interrelacionan e interactúan de manera integral, para dar cumplimiento a la finalidad del sistema y para la

ejecución penal”; 
  
Que,      el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal determina como atribuciones del Organismo
Técnico las siguientes: “1. Organizar y administrar el funcionamiento del Sistema. 2. Definir la estructura
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orgánica funcional y administrar los centros de privación de la libertad. 3. Garantizar la seguridad y

protección de las personas privadas de la libertad, del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria, del

personal administrativo de los centros de privación de la libertad, así como de las personas que ingresan en

calidad de visitas. 4. Evaluar la eficacia y eficiencia de las políticas del Sistema. 5. Fijar los estándares de

cumplimiento de los fines del Sistema”; 
  
Que,      según el numeral 1 del artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, los órganos administrativos
pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en otros órganos o entidades de la
misma administración pública, jerárquicamente dependientes; 
  
Que,      de acuerdo con lo prescrito en el artículo 70 del Código Orgánico Administrativo, “La delegación

contendrá: 1. La especificación del delegado. 2. La especificación del órgano delegante y la atribución para

delegar dicha competencia. 3. Las competencias que son objeto de delegación o los actos que el delegado debe

ejercer para el cumplimiento de las mismas. 4. El plazo o condición, cuando sean necesarios. 5. El acto del que

conste la delegación expresará además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones que pueden adoptarse por

delegación. La delegación de competencias y su revocación se publicarán por el órgano delegante, a través de

los medios de difusión institucional”; 
  
Que,      el artículo 73 del Código Orgánico Administrativo señala que “La delegación se extingue por: 1.

Revocación. 2. El cumplimiento del plazo o de la condición. El cambio de titular del órgano delegante o

delegado no extingue la delegación de la competencia, pero obliga, al titular que permanece en el cargo, a

informar al nuevo titular dentro los tres días siguientes a la posesión de su cargo, bajo prevenciones de

responsabilidad administrativa, las competencias que ha ejercido por delegación y las actuaciones realizadas

en virtud de la misma. En los casos de ausencia temporal del titular del órgano competente, el ejercicio de

funciones, por quien asuma la titularidad por suplencia, comprende las competencias que le hayan sido 

delegadas”; 
  
Que,      el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE
establece que las atribuciones propias de las diversas entidades y autoridades de la Administración Pública
Central e Institucional, serán delegables en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se
encuentren prohibidas por la Ley o por Decreto; 
  
Que,      el artículo 57 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva menciona que 
“La delegación podrá ser revocada en cualquier momento por el órgano que la haya conferido y se extinguirá,

en el caso de asuntos únicos, cuando se haya cumplido el acto cuya expedición o ejecución se delegó”; 
  
Que,      el artículo 59 del indicado Estatuto señala que cuando las resoluciones administrativas se adopten por
delegación, se hará constar expresamente esta circunstancia y se considerarán dictados por la autoridad
delegante, siendo la responsabilidad del delegado que actúa; 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de la
República dispuso la transformación del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de
Derechos Humanos, y creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad
y a Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica, dotadas de
autonomía administrativa y financiera; 
  
Que,      en el artículo 4 del indicado Decreto se dispuso que el Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores ejerza todas las atribuciones constantes
en leyes y demás normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja
de penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral de
adolescentes infractores; 
  
Que,      con Decreto Ejecutivo Nº 631 de 4 de enero de 2019, se amplió en treinta días el plazo para la
transferencia de las competencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos al Servicio Nacional de
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Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 282 de 08 de diciembre de 2021, el Presidente de la República, Sr.
Guillermo Lasso Mendoza, designa al General de Distrito Pablo Efraín Ramírez Erazo, como Director General
del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes 
Infractores; 
  
Que,      mediante Resolución Nº SNAI-SNAI-2022-0029-R de 03 de marzo de 2022, el Director General del
SNAI, delegó funciones, atribuciones y responsabilidades administrativas y en contratación pública a las
autoridades que ejercen la Subdirección General, la Coordinación General Administrativa Financiera, la
Dirección Administrativa, la Dirección Financiera y la Dirección de Administración de Talento Humano; 
  
Que,      mediante memorando Nº SNAI-SNAI-2022-1496-M de 28 de marzo de 2022, se informa que la Red de
Academias Penitenciaras (RAP) como iniciativa del Programa El PAcCTO - Unión Europea, "ha sido pensada

como un espacio de cooperación regional entre centros de formación y academias de países latinoamericanos y

europeos, con el objetivo de intercambiar buenas prácticas sobre la organización de escuelas penitenciarias y

sus programas de formación"; al tiempo que, se indica que a la fecha, existen 17 escuelas involucradas con
"gran número de documentos técnicos compartidos, organización de encuentros temáticos, reuniones

bilaterales, actividades multinacionales o bilaterales que surgen de la misma Red";  
 
Que,      el memorando Nº SNAI-SNAI-2022-1496-M en referencia, indica que el Programa de Asistencia
contra el Crimen Transnacional Organizado, "ha extendido la invitación para la participación de dos referentes

del SNAI, en el primer encuentro presencial de la RAP, que tendrá lugar en la ciudad de Montevideo -

Uruguay, del 6 al 8 de abril de 2022, ocasión oportuna para hacer aportes proactivos, que permitan un mayor

crecimiento y consolidación de la Red, y donde los participantes podrán firmar el Memorándum de

Entendimiento (operativo) para la institucionalización de la RAP, (...) la participación en el evento no está

condicionada a la firma del Memorándum, por lo que, si no es posible suscribir este documento, el evento sigue

siendo un espacio de gran importancia para el intercambio y la cooperación entre las academias"; y,  
 
Que,      en mi calidad de Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, tengo que atender situaciones inherentes al Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, razón por la cual, la autoridad a cargo de la Subdirección General como
segunda autoridad a cargo de esta entidad, debe asumir responsabilidades en el marco de la eficiencia de la
administración pública y de los intereses institucionales con sujeción al principio de legalidad;  
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades que me confiere el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de
la República del Ecuador, del artículo 73 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo, en concordancia con
los artículos 17 y 57 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva; y, del Decreto
Ejecutivo N° 282 de 08 de diciembre de 2021, 
 

RESUELVE:

  
Artículo 1.- Se designa al servidor público responsable de la Subdirección General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, Crnl. (sp) Roberto
Geovanny Moreno Dillon, asistir y participar en el Primer Encuentro Presencial de la Red de Academias
Penitenciaras (RAP) que se llevará a cabo en la ciudad de Montevideo - Uruguay, del 6 al 8 de abril de 2022.  
 
Artículo 2.- Se delega al Crnl. (sp) Roberto Geovanny Moreno Dillon, en su calidad de Subdirector General del
SNAI, la facultad para suscribir el Memorando de Entendimiento de la Red de Academias Penitenciarias (RAP),
en el que comprometa a esta entidad en lo que corresponda, en el marco de las competencias, atribuciones y
funciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores.  
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El servidor público delegado en esta Resolución es absolutamente responsable del análisis de pertinencia y
negociación que implique el Memorando de Entendimiento señalado en este artículo; y, de presentar ante esta
autoridad un informe sobre las actuaciones a las que comprometa al SNAI, mismas que en todo momento,
deberán estar en concordancia con el principio de legalidad y únicamente en el marco de las competencias y
atribuciones institucionales conforme la normativa vigente.  
 
Artículo 3.- En el evento que el servidor delegado del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores suscriba el Memorando de Entendimiento de la
Red de Academias Penitenciarias (RAP), será responsable de informar a la o las áreas administrativas
competentes el respectivo documento, y de realizar las coordinaciones y seguimientos que correspondan. Y, en
el evento de que cese el nombramiento de libre remoción por algún motivo del servidor delegado, el servidor
entregará el informe de seguimiento a la nueva autoridad que asuma el cargo y funciones, de manera que, la
Subdirección General o quien hiciere sus veces, asuma la responsabilidad del seguimiento, sin perjuicio de los
seguimientos adicionales que realice la unidad administrativa de planificación institucional.  
 
Artículo 4.- En caso de suscribirse el Memorando de Entendimiento de la Red de Academias Penitenciarias
(RAP), el servidor público delegado entregará el documento a la Unidad de Secretaría General para la custodia
en los archivos institucionales.  
 
Artículo 5.- El delegado, Crnl. (sp) Roberto Geovanny Moreno Dillon, en su calidad de Subdirector General del
SNAI, realizará todas las acciones señaladas en la normativa vigente para el cumplimiento de comisiones de
servicios en el exterior, o figura aplicable que corresponda.  
 

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- Encárguese a la Subdirección General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, la ejecución de la presente resolución. 
 
SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial.
 

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial. 
  
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los treinta y un días del mes de marzo de dos
mil veintidós.
 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 

Copia: 
Angel Manuel Rios Saritama
Asistente de Servicios
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA

LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El Ecuador es un Estado

constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural,

plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La

soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los

órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la Constitución (…)”; 
 
El artículo 11 de la Carta Magna, establece que el ejercicio de los derechos se regirá entre otros por lo
determinado en el siguiente principio, numeral 5 señala: “(…) en materia de derechos y garantías

constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y

la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia.”; 
 
Por su parte el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores, niñas, niños y
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes
adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en
el ámbito público y privado; 
 
La Constitución, dispone en el artículo 154 que las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones
establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y

expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión”; 
 
La República del Ecuador suscribió con la República de Colombia el Convenio sobre Tránsito de Personas,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales y Marítimas y Aeronaves, documento publicado en el Registro Oficial No.
83 de 9 de diciembre de 1992; 
  
El artículo 86 del Convenio sobre Tránsito de Personas, Vehículos, Embarcaciones Fluviales y Marítimas y
Aeronaves señala que: “Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los

nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena en la región de su

domicilio. (…)”; 
  
El Reglamento sobre el Procedimiento de Repatriación de Personas Sentenciadas suscrito el 07 de abril de 1994
entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia, Publicado en el
Registro Oficial No. 434 de 05 de mayo de 1994, establece en el artículo 1 que: “Podrán ser repatriados los

nacionales de una Parte que hubieren sido sentenciados por las autoridades nacionales competentes de la otra 

Parte” 
  
El artículo 8 numeral 1 del Reglamento sobre el Procedimiento de Repatriación de Personas Sentenciadas
suscrito entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia señala que: 
“Las autoridades nacionales competentes conocerán y resolverán los pedidos de repatriación, caso por caso y

en forma gradual”; 
  
El Reglamento ibídem, establece en el Art. 11 criterios de preferencia  para el traslado de personas sentenciadas,
en el que prevalece que las personas hayan cumplido el cincuenta por ciento de la pena; 
  
En el Suplemento del Registro Oficial Nro. 180 de 10 de febrero del 2014 se publica el Código Orgánico
Integral Penal, mismo que entró en vigencia después de ciento ochenta días contados a partir de su publicación
en el mencionado registro, los artículos 727 y siguientes determinan el procedimiento de repatriación de
personas condenadas o privadas de la libertad en diferentes Centros penitenciarios; 
 
El artículo 727 señala que: “Las sentencias de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas

de libertad podrán ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
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sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a ecuatorianos, podrán ser

ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos internacionales o al amparo del principio de

reciprocidad internacional”, y; el artículo 728 de la norma ibídem, en su numeral 1 expresa que: 
“Corresponderá decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y

derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías Penitenciarias para su 

ejecución”; 
 
El Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de las competencias asignadas

a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino todo aquello

que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia

es irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento jurídico, salvo los casos

de delegación, avocación, suplencia, subrogación, descentralización y desconcentración cuando se efectúen en

los términos previstos en la ley”; 
 
Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748 de 14 de noviembre de 2007, publicado en el Registro Oficial,
Suplemento No. 220 de 27 de noviembre de 2007, el Presidente Constitucional de la República, creó el
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
 
Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410 de 30 de junio de 2010, publicado en el Registro Oficial No. 235 de 14 de
julio de 2010, el Presidente Constitucional de la República cambió la denominación de: “Ministerio de Justicia

y Derechos Humanos” por la de: “Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”; 
 
Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592 de 22 de diciembre de 2010, publicado en el Registro Oficial Nro. 355 de
05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos
Humanos y Cultos, Autoridad Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre
materia de traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o llegare a serlo en el futuro; 
 
Mediante Decreto Ejecutivo No. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de la República
dispuso la transformación del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos
Humanos, y creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica, dotadas de autonomía
administrativa y financiera. En el artículo 4 dispone que el Servicio ejerza todas las atribuciones constantes en
leyes y demás normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral de
adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que el SNAI., se encargará del traslado o
repatriación de personas ecuatorianas que cumplen sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de
ciudadanos extranjeros serán gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos 
Humanos. 
 
El Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores será la autoridad competente para aplicar el convenio de Estrasburgo sobre el Traslado de Personas
Condenadas, y todos los convenios suscritos por el Ecuador en esta materia, por lo tanto, le corresponde conocer
las peticiones de repatriación solicitadas por los Ministerios de Justicia o entidades competentes de los Estados
requirentes y, a su vez, realizar peticiones de repatriación de los ciudadanos ecuatorianos privados de la libertad
en otros Estados del convenio antes mencionado y todos los convenios suscritos o que se llegaren a suscribir en
esta materia. 
 
Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 282 de 8 de diciembre de 2021, el Presidente Constitucional de la República,
Sr. Guillermo Lasso Mendoza me designó como Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
 
En virtud de los antecedentes legales expuestos, y atendiendo al requerimiento del ciudadano de nacionalidad
colombiano TUCANES CHALAPUD MARCOS ALIRIO, con número de cedula 1.085.898.869, quien libre y
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voluntariamente solicitó retornar a Colombia para terminar de cumplir la pena impuesta en El Ecuador, solicitud
remitida al Director del CPL Cotopaxi No. 1.; 
 
El ciudadano de nacionalidad colombiano TUCANES CHALAPUD MARCOS ALIRIO, fue sentenciado a diez
(10) años de pena privativa de libertad por  Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de
Imbabura, en sentencia de 20 de junio de 2016, que modificó el quantum de la pena y valor de la multa
impuestos por el Tribunal de Garantías Penales de Imbabura, el cual se encuentra ejecutoriado, por haber
cometido el delito “Tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización”, a la presente fecha ha
cumplido el ; 
 
Mediante Resolución emitida por el Juez de la Unidad Judicial Especializada de Garantías Penitenciarias con
sede en el Cantón Latacunga, dispone exonerar la multa de 40 salarios básicos unificados  del trabajador,
impuesta por la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Imbabura en sentencia de 20 de junio
de 2016. 
 
Respecto del estudio social del ciudadano de nacionalidad colombiano TUCANES CHALAPUD MARCOS
ALIRIO emitido por la trabajadora social del Centro de Privación de Libertad Cotopaxi N. 1, Departamento de
Trabajo Social, establece: “Conclusiones: (…) La estructura familiar está consolidada afectivamente, a la

distancia demuestran apoyo moral y material cuando disponen de algún ahorro. No  recibe visitas de la familia

por la falta de recursos, la distancia geográfica del domicilio y el temor de contagio por la emergencia

sanitaria. Su actuación interna es positiva, participa en actividades sanas que influyen en mejorar su conducta.

En caso de salir con el beneficio se alojará en la casa de su hermanastra Martha Cecilia, domiciliada en el

cantón Tulcán, además, cuenta con un trabajo bajo dependencia, en calidad de ayudante en la recolección de

lácteos y cultivo de papas, ubicado por el mismo sector donde estará su residencia”. 
 
Respecto del estudio médico del ciudadano de nacionalidad colombiano TUCANES CHALAPUD MARCOS
ALIRIO emitido el 21 de enero de 2022, elaborado por la Dra. Luisa Sánchez, médico General CRS Cotopaxi, y
revisado por la Dra. Adriana Gómez, Médico Coordinadora CPL Cotopaxi, doctores del Ministerio de Salud
Pública, dentro del cual manifiesta lo siguiente: “(…) Una vez realizada la evaluación médica se concluye que

la PPL TU-CH-MA-AL, presenta un Dg. De EXAMEN MÉDICO GENERAL (CIE 10  2000) RINOFARINGITIS

AGUDA (CIE 10 J00X), PTERIGION BILATERAL (CIE 10 H100)”. 
  
Al respecto, el Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones mediante
Informe Motivado de Repatriación Pasiva, emitido mediante Memorando SNAI-DBPCRIR-2021-1373-M
informó: “De lo expuesto y de la normativa legal se concluye que una vez que ha sido analizado

minuciosamente el presente en su totalidad el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales

pertinentes para el proceso de traslado- repatriación del solicitante de nacionalidad colombiano  TUCANES

CHALAPUD MARCOS ALIRIO, persona privada de la libertad en el Ecuador.” 
 
Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera que la repatriación del
ciudadano de nacionalidad colombiano TUCANES CHALAPUD MARCOS ALIRIO, responde a cuestiones
humanitarias, dado que la reunificación familiar, la convivencia en un ambiente propio de dicho connacional
contribuirá a su efectiva rehabilitación; y 
 
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que confiere el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la
República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico Administrativo; 727 y 728 del Código Orgánico Integral
Penal; y, el Decreto Ejecutivo Nº 560 de fecha 14 de noviembre de 2018 y 282 de 8 de diciembre de 2021, como
Director General del SNAI; 
 

RESUELVO: 
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1.- ACEPTAR LA SOLICITUD DE REPATRIACIÓN del ciudadano de nacionalidad colombiano
TUCANES CHALAPUD MARCOS ALIRO, con número de cedula / pasaporte 1.085.898.869, y disponer que
sea trasladado a un Centro de Rehabilitación Social en territorio colombiano, donde cumplirá el resto de su pena
privativa de libertad de conformidad con el Convenio de Repatriación de Condenados entre Ecuador y 
Colombia. 
 
2.- Dispongo al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones del
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores,
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central correspondiente de Colombia. 
 
3.- Dicha notificación será coordinada con el/la director/a de Asistencia Judicial Internacional y de Movilidad
Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. Así mismo, realice todas las acciones
tendientes a ejecutar el presente Acuerdo, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por
delegados de la Unidad Nacional  de Interpol. 
 

 

Documento firmado electrónicamente

GraD. Pablo Efrain Ramirez Erazo
DIRECTOR GENERAL 

Copia: 
Fanny Noemi Mogollon Ruiz
Subdirectora de Rehabilitación Social y Reinserción
 

Angel Manuel Rios Saritama
Asistente de Servicios

km/mf/lp/rm
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